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Ciudad de México, a once de noviembre de dos mil veintiséis[footnoteRef:1]. [1:  Las fechas corresponden a dos mil veintiséis, salvo distinta precisión.] 

Sentencia definitiva de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que desecha de plano la demanda del recurso de reconsideración, al no cumplirse el requisito especial de procedencia.
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[bookmark: _Toc224747521][bookmark: _Toc244772043]GLOSARIO
	Acuerdo 251:
	Acuerdo IMPEPAC/CEE/251/2026 del Consejo Estatal Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, mediante el cual se da respuesta a la consulta presentada por el ciudadano Erick Yair Salgado Fernández, recibida el día nueve de julio de dos mil veintiséis.

	Código electoral local:
	Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el estado de Morelos

	Consejo Estatal u OPLE:
	Consejo Estatal del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana

	Constitución General:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

	Ley de Medios:
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral

	Ley de Partidos:
	Ley General de Partidos Políticos

	LEGIPE o Ley Electoral:
	Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales

	Ley Orgánica:
	Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación

	Parte actora:
	Erick Yair Salgado Fernández

	Sala Regional:
	Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la Cuarta Circunscripción Plurinominal, con sede en la Ciudad de México

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

	Tribunal local:
	Tribunal Electoral del Estado de Morelos

	
	



1. [bookmark: _Toc244772044]ANTECEDENTES
(1) 1.1. Consulta. El nueve de julio, la parte actora consultó al OPLE, entre otros aspectos, si los partidos políticos nacionales con acreditación local y los de nuevo registro pueden celebrar convenios de candidatura común para el proceso electoral del estado de Morelos. 
(2) 1.2. Respuesta a la consulta. El veinte de agosto, el Consejo Estatal respondió las preguntas que le fueron formuladas, a través del Acuerdo 251. 
(3) 1.3. Juicio de la Ciudadanía local. Inconforme con la respuesta que recayó a su consulta, el dos de septiembre, la parte actora promovió juicio de la ciudadanía ante el Tribunal local.
(4) 1.4. Sentencia del Tribunal local [TEEM/JDC/32/2026-2]. El veinticinco de septiembre, el Tribunal local confirmó el acuerdo por el que el OPLE dio respuesta a su consulta. 
(5) 1.5. Acto impugnado [SCM-JDC-325/2026]. Contra la resolución del Tribunal local, la parte actora promovió juicio de la ciudadanía federal ante la Sala Regional, la cual, el veintidós de octubre, confirmó la resolución del Tribunal Local.
(6) 1.6. Recurso de reconsideración. Para combatir la resolución de la Sala Regional, el veintiséis de octubre, la parte actora interpuso el presente medio de impugnación[footnoteRef:2].  [2:  Si bien la parte actora presentó demanda de juicio de la ciudadanía, el asunto se turnó a esta ponencia como recurso de reconsideración al ser la vía idónea para controvertir resoluciones dictadas por las Salas Regionales.] 

2. [bookmark: _Toc934674260][bookmark: _Toc91090501][bookmark: _Toc98792605][bookmark: _Toc244772045]COMPETENCIA
(7) La Sala Superior es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, por tratarse de un recurso de reconsideración interpuesto contra una sentencia emitida por una Sala Regional de este Tribunal Electoral[footnoteRef:3]. [3:  Con fundamento en lo establecido por los artículos 41, párrafo tercero, base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción X, de la Constitución General; 256, fracción I, inciso b), de la Ley Orgánica; y 4, numeral 1, y 64 de la Ley de Medios.] 

3. [bookmark: _Toc244772046]IMPROCEDENCIA
(8) Esta Sala Superior considera que el recurso de reconsideración es improcedente, al no actualizarse el requisito especial de procedencia, toda vez que, en el presente caso, no subsiste un tema de constitucionalidad o convencionalidad que deba ser revisado y tampoco se actualiza alguno de los supuestos desarrollados en la jurisprudencia de este Tribunal Electoral.
4. [bookmark: _Toc244772047]JUSTIFICACIÓN
[bookmark: _Toc224747527][bookmark: _Toc244772048]4.1. Marco normativo
(9) El recurso de reconsideración cumple un doble propósito, por un lado, es un medio ordinario para impugnar resoluciones de Salas Regionales referidas en el artículo 61, párrafo 1, inciso a), de la Ley de Medios y, por otro, es una vía extraordinaria de defensa a través del cual esta Sala Superior actúa como órgano de control de regularidad constitucional.
(10) Lo anterior, porque acorde a lo señalado en el artículo 61, párrafo 1, inciso b), de la normativa citada, la procedencia del recurso de reconsideración también se materializa cuando las sentencias dictadas por las Salas Regionales hayan decidido la no aplicación de alguna ley en materia electoral que se estime contraria a la Constitución General.
(11) Así, por regla general, las sentencias de las Salas Regionales son definitivas e inatacables; pero podrán impugnarse en la vía del recurso de reconsideración cuando se refieren a juicios de inconformidad en los supuestos del artículo 62 de la Ley de Medios, o cuando esos órganos jurisdiccionales se pronuncien sobre temas de constitucionalidad o convencionalidad en los demás medios de impugnación.
(12) Es importante precisar que el recurso de reconsideración no constituye una instancia posterior, sino una vía constitucional extraordinaria conforme a la cual, la Sala Superior ejerce un auténtico control de constitucionalidad en concreto sobre las sentencias pronunciadas por las Salas Regionales.
(13) Por la naturaleza extraordinaria del medio de impugnación que se estudia y a partir de criterios reiterados de esta Sala Superior, se ha ampliado la procedencia del recurso de reconsideración con el fin de garantizar el derecho humano de acceso a la justicia.
(14) De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 17, 41 y 99 de la Constitución General, así como de los artículos 3, 61 y 62 de la Ley de Medios, en síntesis, se ha determinado que el recurso de reconsideración también procede en casos en que se realicen planteamientos de constitucionalidad de una norma. 
(15) La procedencia del recurso de reconsideración para impugnar resoluciones dictadas por Salas Regionales se actualiza en los casos siguientes, de lo contrario, procedería su desechamiento de plano. 
	Procedencia ordinaria Fundamento: artículo 61 de la Ley de Medios
	· Sentencias de fondo dictadas en los juicios de inconformidad promovidos contra resultados de las elecciones de diputaciones y senadurías.
· Sentencias recaídas a los restantes medios de impugnación competencia de las Salas Regionales, cuando hayan determinado la no aplicación de una ley electoral por considerarla contraria a la Constitución General.

	Procedencia desarrollada en jurisprudencia de Sala Superior
	· Sentencias de fondo dictadas en algún medio de impugnación, distinto al juicio de inconformidad, en las que se analice o deba analizar algún tema de constitucionalidad o convencionalidad planteado ante la Sala Regional y se haga valer en la demanda de reconsideración.
· Sentencias que expresa o implícitamente inapliquen leyes electorales, normas partidistas o normas consuetudinarias de carácter electoral, por considerarlas contrarias a la Constitución General[footnoteRef:4]. [4:  Jurisprudencia 32/2009, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE SI EN LA SENTENCIA LA SALA REGIONAL INAPLICA, EXPRESA O IMPLÍCITAMENTE, UNA LEY ELECTORAL POR CONSIDERARLA INCONSTITUCIONAL; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 3, número 5, 2010, pp. 46 a 48. 
Jurisprudencia 17/2012, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES EN LAS QUE EXPRESA O IMPLÍCITAMENTE, SE INAPLICAN NORMAS PARTIDISTAS; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 5, número 10, 2012, pp. 32-34. 
Jurisprudencia 19/2012, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO INAPLIQUEN NORMAS CONSUETUDINARIAS DE CARÁCTER ELECTORAL; publicada en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 5, número 10, 2012, pp. 30-32. ] 

· Sentencias que omitan el estudio o declaren inoperantes los agravios sobre inconstitucionalidad de normas electorales[footnoteRef:5]. [5:  Jurisprudencia 10/2011, de rubro: RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO SE OMITE EL ESTUDIO O SE DECLARAN INOPERANTES LOS AGRAVIOS RELACIONADOS CON LA INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS ELECTORALES, publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 4, número 9, 2011, pp. 38 y 39. ] 

· Sentencias que interpreten directamente preceptos constitucionales[footnoteRef:6]. [6:  Jurisprudencia 26/2012, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE SALAS REGIONALES EN LAS QUE SE INTERPRETEN DIRECTAMENTE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 5, número 11, 2012, pp. 24 y 25. ] 

· Cuando se ejerza control de convencionalidad[footnoteRef:7]. [7:  Jurisprudencia 28/2013, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE PARA CONTROVERTIR SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO EJERZAN CONTROL DE CONVENCIONALIDAD; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 6, número 13, 2013, pp. 67 y 68. ] 

· Cuando se aleguen irregularidades graves, que puedan afectar principios constitucionales y convencionales exigidos para la validez de las elecciones, en caso de que las Salas Regionales no hayan adoptado medidas para garantizar su observancia o hayan omitido su análisis[footnoteRef:8]. [8:  Jurisprudencia 5/2014, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CUANDO SE ADUZCA LA EXISTENCIA DE IRREGULARIDADES GRAVES QUE PUEDAN AFECTAR LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES EXIGIDOS PARA LA VALIDEZ DE LAS ELECCIONES; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 7, número 14, 2014, pp. 25 y 26. ] 

· Sentencias de desechamiento cuando se advierta una violación manifiesta al debido proceso, en caso de notorio error judicial[footnoteRef:9]. [9:  Jurisprudencia 12/2018, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE DESECHAMIENTO CUANDO SE ADVIERTA UNA VIOLACIÓN MANIFIESTA AL DEBIDO PROCESO O EN CASO DE NOTORIO ERROR JUDICIAL; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 10, número 21, 2018, pp. 30 y 31. ] 

· Sentencias que aborden temas jurídicos de un alto nivel de importancia y trascendencia para generar un criterio de interpretación útil a la certeza del orden jurídico nacional[footnoteRef:10]. [10:  Jurisprudencia 5/2019, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES PROCEDENTE PARA ANALIZAR ASUNTOS RELEVANTES Y TRASCENDENTES; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 12, número 23, 2019, pp. 21 y 22. ] 

· Resoluciones que impongan medidas de apremio, aun cuando no se trate de sentencias definitivas o no se haya discutido un tema de constitucionalidad o convencionalidad[footnoteRef:11]. [11:  Jurisprudencia 13/2022, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES LA VÍA IDÓNEA PARA CONTROVERTIR LAS MEDIDAS DE APREMIO IMPUESTAS POR LAS SALAS REGIONALES POR IRREGULARIDADES COMETIDAS DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN O VINCULADAS CON LA EJECUCIÓN DE SUS SENTENCIAS; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 15, número 27, 2022, pp. 49, 50 y 51.] 

· Resoluciones de las salas regionales que determinan la imposibilidad jurídica o material de cumplimiento[footnoteRef:12]. [12:  Jurisprudencia 13/2023, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES PROCEDENTE PARA IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES DE LAS SALAS REGIONALES EN LAS QUE SE DECLARE LA IMPOSIBILIDAD DE CUMPLIR UNA SENTENCIA; publicada en la Gaceta Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 16, número 28, 2023, pp. 44 y 45.] 



[bookmark: _Toc244772049]4.2. Contexto
(16) La controversia se originó con la consulta de la parte actora al Consejo Estatal sobre los aspectos siguientes: 
A. ¿Los Partidos Políticos Nacionales que hayan obtenido registro ante el INE y se encuentren registrados ante el IMPEPAC para el Proceso Electoral Local Ordinario 2026-2027, incluyendo aquellos de nuevo registro, pueden celebrar convenios de candidatura común con otros partidos políticos (nacionales o locales) para postular candidatos o los cargos señalados en el Artículo 60 del CIEPEM?
B. ¿Existen restricciones temporales o adicionales aplicables específicamente a partidos de nuevo registro para la figura de candidaturas comunes (distintas a las que aplican en coaliciones)?
C. ¿Cuáles son los requisitos, plazos, procedimiento y formalidades necesarias paro el registro de dichos convenios de candidatura común ante el IMPEPAC?
(17) El Consejo Electoral respondió a la consulta a través del Acuerdo 251. Respecto a la pregunta A, señaló que la restricción prevista en el artículo 85, numeral 4, de la Ley de Partidos[footnoteRef:13] resulta aplicable a los institutos políticos de nuevo registro que participen por primera vez en un proceso electoral, que no hayan  acreditado previamente su fuerza electoral, por lo que no podrán celebrar convenios de candidatura común antes de la conclusión de la primera elección federal o local inmediata posterior a su registro, según corresponda. [13:  Artículo 85. […] 4. Los partidos de nuevo registro no podrán convenir frentes, coaliciones o fusiones con otro partido político antes de la conclusión de la primera elección federal o local inmediata posterior a su registro según corresponda.] 

(18) Agregó que esto no comprendía aquellos supuestos en los que un partido político local haya obtenido su registro como consecuencia de la pérdida de la acreditación de uno nacional, en términos de lo señalado en el artículo 95, numeral 5, de la Ley de Partidos, y previamente haya acreditado la representatividad electoral exigida en la entidad, supuesto en el cual deberá atenerse a los criterios establecidos por la Sala Superior y la Sala Regional Ciudad de México.
(19) Por lo que hace a la pregunta B, el OPLE reiteró que la restricción prevista en el artículo 85, numeral 4, de la Ley de Partidos, también comprende la celebración de convenios de candidatura común de los partidos genuinamente nuevos y se mantiene hasta la conclusión de la primera elección federal o local posterior a su registro, según corresponda.
(20) Asimismo, precisó que la limitación no podrá aplicarse automáticamente por el solo hecho de que un instituto político cuente formalmente con un registro reciente, pues deberá verificarse si efectivamente se trata de un partido que participa por primera vez en una elección o si se encuentra en alguno de los supuestos excepcionales reconocidos jurisprudencialmente, particularmente cuando el registro local derive de la pérdida del registro de un partido político nacional que previamente haya acreditado fuerza electoral suficiente en la entidad. 
(21) Finalmente, por cuanto a la pregunta C, señaló que los requisitos, plazos, procedimientos y formalidades necesarias para el registro del convenio de candidatura común, se encuentran en el código electoral local, particularmente en el Título Tercero, denominado De la participación o asociación de los partidos políticos a través de frentes, coaliciones, fusiones y candidaturas comunes; enseguida transcribió los artículos 59, 60, 62 y también citó el 168, párrafo tercero de ese ordenamiento legal.
(22) Agregó que, por cuanto hace al consentimiento escrito de la persona que habrá de ser postulada mediante candidatura común, la Sala Regional Ciudad de México interpretó el artículo 60 del código electoral local [al resolver el SMC-JRC-9/2021 y acumulados] en el sentido de que dicho consentimiento no necesariamente resulta exigible al momento de presentar y aprobar el convenio de candidatura común. 
(23) La parte actora controvirtió la respuesta emitida por el OPLE a su consulta ante el Tribunal local, quien la confirmó. Esta decisión fue controvertida por la parte actora ante la Sala Regional, quien la confirmó en la sentencia impugnada en este recurso de reconsideración.
[bookmark: _Toc244772050]4.3. Sentencia impugnada
(24) La Sala Regional declaró infundado el agravio relativo al indebido desechamiento de su escrito de alegatos, al considerar que el código electoral local no permite que los alegatos se amplíen libremente antes del cierre de instrucción. Señaló que del análisis del escrito advirtió la intención de ampliar los agravios hechos valer contra el acuerdo de respuesta a su consulta desde el escrito inicial de demanda, por lo que fue correcto que se examinara conforme a las reglas de ampliación de demanda. Asimismo, señaló que el hecho de que haya presentado su escrito de alegatos antes del cierre de instrucción no era suficiente para justificar su procedencia.
(25) Los planteamientos relativos a la variación de la controversia y a la falta de exhaustividad, también fueron declarados infundados. Para la Sala Regional, el Tribunal local no limitó su estudio a la oportunidad o comunicación de la respuesta, sino que contrastó las preguntas materia de la consulta con las respuestas que emitió el OPLE y, además, examinó su congruencia, fundamentación y motivación, de lo que concluyó que el OPLE contestó de manera adecuada, a partir de distintos criterios sustentados por el Tribunal Electoral. Al respecto, precisó que aun cuando la respuesta resultara desfavorable a las pretensiones de la parte actora, no transgredió su derecho de petición. 
(26) Sobre la transgresión al principio de legalidad atribuida al OPLE, la Sala regional estimó ineficaces los agravios, al considerar que la parte actora solo reiteró que el Consejo Estatal vulneró los principios de legalidad, jerarquía normativa y reserva de ley, al extender a las candidaturas comunes una restricción que no está prevista en la ley, pero no controvirtió las razones por las que el Tribunal local desestimó ese planteamiento, relativas a que la ausencia de esa prohibición en la legislación local no excluye la observancia de la normativa general; que la restricción debe interpretarse conforme a su finalidad de permitir que los partidos genuinamente nuevos acrediten individualmente su fuerza electoral; y que conforme al SUP-REC-203/2015, esa finalidad también comprende las candidaturas comunes.
(27) Respecto de la aplicación de precedentes, la Sala Regional declaró infundados los agravios y sostuvo que su pertinencia no dependía de que provinieran de la misma entidad federativa o constituyeran jurisprudencia obligatoria, sino de que sus razones jurídicas resultaran aplicables a la controversia planteada. Por ello, estimó que el SUP-JRC-41/2021 sí podía servir como criterio orientador en este asunto, porque en él también se definió el alcance de la restricción aplicable a los partidos genuinamente nuevos y su incidencia en las candidaturas comunes.
(28) Declaró ineficaz el agravio por el que la parte actora señaló que el Tribunal local afirmó que el Consejo Estatal no aplicó dicho precedente para prohibir, sino como mayor abundamiento a las razones de la respuesta. La Sala Regional sostuvo que el planteamiento era genérico porque no combatió eficazmente las razones en las que se sustentó la sentencia impugnada. 
(29) En otro aspecto, declaró infundado el agravio por el cual señaló que los partidos políticos Encuentro Social Morelos y Nueva Alianza Morelos postularon una candidatura común, aun cuando perdieron su registro nacional y obtuvieron el local tras participar en el proceso electoral anterior, por lo que, al ser cuestiones equiparables, en el caso, debía aplicarse esa excepción. 
(30) Al respecto, la Sala Regional precisó que, en el Acuerdo 251, el OPLE señaló la existencia de una excepción de los partidos políticos que habían participado previamente con registro nacional y, después de perderlo, obtuvieron un registro local; dado que, en este caso, esos partidos ya habían acreditado su fuerza electoral y no podían considerarse genuinamente nuevos para efectos de la restricción prevista en el artículo 85, numeral 4 de la Ley de Partidos.
(31) En este sentido, señaló que la parte actora pretendía extender a los partidos genuinamente nuevos una excepción sustentada en la participación y representatividad previamente acreditada de partidos que contaban con registro nacional. Por esa razón, indicó que resultaba compatible el criterio sustentado en los expedientes SUP-REC-203/2015 y SCM-JRC-9/2021, sin que la excepción reconocida para los partidos que previamente acreditaron su fuerza electoral generara una expectativa legítima para los partidos que participan por primera vez.
(32) Por otra parte, la Sala Regional declaró infundado el agravio sobre la indebida aplicación de la acción de inconstitucionalidad 17/2014, ya que el Tribunal local no trasladó automáticamente a Morelos una prohibición expresamente prevista en Guerrero; puesto que sustentó su conclusión en la interpretación del artículo 85, numeral 4, de la Ley de Partidos desarrollada por la Sala Superior, y utilizó aquella acción de inconstitucionalidad como referente sobre la finalidad y proporcionalidad de exigir a los partidos nuevos la acreditación individual de su fuerza electoral. Concluyó que, conforme a los criterios de la Sala Superior, el Consejo Estatal y el Tribunal local válidamente concluyeron que la autorización general para conformar candidaturas comunes en Morelos no constituía una excepción en favor de los partidos políticos de nueva creación.
(33) Asimismo, estimó ineficaces los planteamientos sobre la posibilidad de medir la fuerza electoral individual mediante la conservación de emblemas y el cómputo separado de votos en las candidaturas comunes, porque los agravios no combatieron las razones de la sentencia, pues se limitaron a abundar en los planteamientos formulados en la instancia previa. En este sentido, la parte actora no combatió el argumento relativo que la atribución numérica de sufragios no demuestra un respaldo obtenido como opción política autónoma, dada la posible influencia de la postulación conjunta. Tampoco combatió que no era válido equiparar a los partidos genuinamente nuevos con los que ya habían acreditado previamente su fuerza electoral.
(34) En relación con la presunta restricción al derecho de asociación política, la Sala Regional declaró ineficaces los agravios, al considerar que la parte actora no confrontó ninguna de las razones por las que el Tribunal Local consideró que no se afectaba el derecho de asociación de los partidos y que las particularidades de la candidatura común no eliminaban la posibilidad de que el electorado pudiera verse influenciada por la candidatura común o por la fuerza electoral previamente adquirida por los partidos asociados. Asimismo, consideró novedosos los planteamientos relativos a la proporcionalidad estricta, al principio pro persona y a la progresividad, al no haberse planteado oportunamente en la demanda inicial.
(35) Finalmente, declaró infundado el planteamiento relativo a la vulneración al derecho de votar activo y pasivo y a la pluralidad democrática, porque la parte actora no vinculó esos aspectos con una afectación real, actual, personal y directa a sus derechos político-electorales.
(36) En efecto, no se manifestó una pretensión concreta de postulación mediante una candidatura común por un partido de nueva creación, tampoco se advirtió que el Acuerdo 251 haya impedido su postulación, y no se percibió una afectación individual al voto. Agregó que, la parte actora no expuso hechos o razones de los que pudiera obtenerse un principio de agravio relativo a la afectación directa a su esfera jurídica; por lo que no era posible suplir la queja al no existir una afectación personal y tampoco se podía considerar que en su escrito de alegatos planteó la vulneración a su derecho de votar y ser votado, puesto que dicho escrito se consideró extemporáneo.
(37) En consecuencia, la Sala Regional confirmó la sentencia impugnada.
[bookmark: _Toc244772051]4.4. Agravios ante esta Sala Superior
(38) La parte actora sostiene que el Acuerdo 251 constituye un acto autoaplicativo, porque al establecer que los partidos nuevos no pueden participar mediante candidaturas comunes, condiciona su derecho a votar y ser votado; puesto que ya no se trata de una opinión, sino de una norma individualizada.
(39)  Agrega que la Sala Regional vulneró los artículos 1, 17 y 99 constitucionales al exigir un acto de aplicación, esto es, que el actor solicitara su registro a una candidatura común a sabiendas que se le negará.
(40) Refiere que el Tribunal local resolvió la controversia sobre la legalidad de las candidaturas comunes y validez de cuotas indígenas, con lo cual distorsionó la litis, por lo que esa sentencia es incongruente. Además, señala que la Sala Regional reconoció el vicio que desnaturalizó la consulta, pero la confirmó con otros argumentos, lo que considera indebido, ya que para salvaguardar sus derechos debió revocar la resolución de manera lisa y llana.
(41) Manifiesta que, según lo expuesto por la Sala Regional, no acreditó que se le haya negado el registro por no tener la calidad de indígena, por lo que no demostró una afectación personal, directa y actual a sus derechos y, por tanto, carecía de interés jurídico. Estima que, contrario a lo que sostiene la autoridad responsable, sí acreditó su interés legítimo debido a su calidad de aspirante a candidato. Considera que, como ciudadano mestizo, se encuentra en desventaja frente a quien sí puede obtener constancia de asamblea comunitaria calificada por autoridad tradicional, por lo que la Sala Regional le dio un trato diferenciado no justificado. 
(42) Sostiene que la Sala Regional confundió el interés jurídico con el legítimo, con lo cual vulneró en su perjuicio el principio pro persona. Manifiesta que no controvierte las acciones afirmativas indígenas, sino la manera en que se instrumentan para las candidaturas independientes y mestizas; afirma que mientras para los partidos se prevé una auto adscripción calificada simple, a las candidaturas independientes se les pide constancia de asamblea, sistema normativo, calificación por terceros; sostiene que esa diferencia no supera un examen de proporcionalidad, porque existe una medida menos restrictiva, y que para demostrar la auto adscripción basta la manifestación de buena fe.
(43) Aduce que los precedentes SUP-REC-203/2015 y SUP-JRC-41/2021 son de partidos políticos contra negativa concreta, no de consultas ciudadanas; señala que, si los partidos pueden cuestionar reglas antes del registro, con mayor razón debe reconocerse esa posibilidad a un ciudadano independiente; también señala que resultan aplicables diversos criterios sobre auto adscripción y cuotas para candidaturas independientes.
(44) Señala que el Tribunal local y la Sala Regional no aplicaron el principio pro persona y que tampoco suplieron la deficiencia de su queja. A su juicio, la Sala Regional debió atender a la verdadera intención de su demanda, por lo que debió optar por la interpretación que maximizara su derecho a votar y ser votado. También señala que, ante la duda de la extemporaneidad, se debió admitir la ampliación presentada.
(45) Finalmente, reprocha que no se valorara su intención de participar como candidato, el calendario electoral, el voto concurrente de una magistratura de la Sala Regional y que no se realizó test de proporcionalidad para atender sus planteamientos.
[bookmark: _Toc244772052]4.5. Razones que sustentan la decisión de esta Sala Superior
(46) Como se anticipó, el recurso de reconsideración es improcedente porque no se actualiza el requisito especial de procedencia, al no advertirse que subsista una cuestión de constitucionalidad o convencionalidad que amerite la revisión extraordinaria de la sentencia impugnada. 
(47) Tampoco se actualiza alguna de las hipótesis adicionales previstas en los criterios jurisprudenciales de este órgano jurisdiccional que fueron previamente enunciadas.
(48) [bookmark: _Toc231389705]Del análisis de la sentencia impugnada se advierte que la Sala Regional sólo examinó cuestiones de legalidad al examinar la resolución del Tribunal local que confirmó el acuerdo por el que el Consejo Electoral dio respuesta a la consulta formulada por el actor, en relación con la postulación de candidaturas comunes.
(49) En particular, analizó la oportunidad de la presentación del escrito con el que se pretendió ampliar la demanda, la aplicación de disposiciones legales y precedentes judiciales, así como la existencia de una afectación concreta a los derechos de la parte actora.
(50) Así, declaró infundado el agravio respectivo, al considerar que en el escrito de alegatos pretendió ampliar la demanda primigenia, sin hacer referencia a hechos supervenientes o desconocidos, por lo que el tratamiento de ese planteamiento únicamente atendió a una cuestión de oportunidad y preclusión procesal.
(51) Enseguida, consideró infundados los planteamientos de la parte actora, al verificar que el Tribunal local no limitó su estudio a la oportunidad de la respuesta del OPLE a la consulta, pues examinó los argumentos a fin de determinar su congruencia y debida fundamentación y motivación. Por tanto, estudió la legalidad de la actuación del Tribunal local y el cumplimiento de las exigencias del derecho de petición.
(52) También declaró ineficaces los agravios del actor, al considerar que no combatió las razones del Tribunal local sobre la necesidad de acreditar individualmente su fuerza electoral, conforme al SUP-REC-203/2015, dado que únicamente abundó sobre la restricción no prevista expresamente en los artículos 85, numeral 4, de la Ley de Partidos y 60 del Código local, al no prohibir expresamente las candidaturas comunes a partidos nuevos.
(53) Aunado a lo anterior, la Sala Regional desestimó los cuestionamientos sobre la aplicabilidad del SUP-JRC-41/2021 para resolver la controversia. Asimismo, distinguió entre partidos genuinamente nuevos y aquellos que previamente acreditaron su fuerza electoral y obtuvieron registro local, conforme a lo dispuesto en los artículos 85, numeral 4, y 95, numeral 5, de la Ley de Partidos. 
(54) Bajo esa distinción, consideró compatibles los precedentes SUP-REC-203/2015 y SCM-JRC-9/2021, sin que la excepción reconocida para los partidos que previamente acreditaron su fuerza electoral generara una expectativa legítima para los partidos que participan por primera vez, y señaló que no se vulneró el principio de progresividad, pues, contrario a lo afirmado por el actor, en los precedentes referidos no se reconoció a los partidos de nueva creación el derecho a celebrar candidaturas comunes desde su primera contienda, sino únicamente a aquellos que ya habían demostrado fuerza electoral suficiente.
(55) Por otro lado, la Sala Regional declaró infundado el agravio relativo a la indebida aplicación de la acción de inconstitucionalidad 17/2014, porque el Tribunal local no trasladó automáticamente a Morelos la prohibición prevista en Guerrero, sino que utilizó ese precedente como referente sobre la finalidad de acreditar individualmente la fuerza electoral de los partidos nuevos. Precisó que la restricción se sustentó en la interpretación del artículo 85, numeral 4, de la Ley de Partidos, desarrollada en el SUP-REC-203/2015.
(56) Consideró ineficaces los agravios relativos a que la candidatura común sí permite medir una fuerza electoral individual, al estimar que el actor reiteró los planteamientos por los que hizo valer que los emblemas y votos diferenciados permiten medir la fuerza electoral, sin controvertir que la postulación conjunta puede influir en el electorado e impedir identificar un respaldo político autónomo. También rechazó la comparación con Nueva Alianza Morelos y Encuentro Social Morelos, por encontrarse en el supuesto excepcional del artículo 95, numeral 5, de la Ley de Partidos.
(57) Estimó ineficaces los planteamientos sobre la presunta vulneración al derecho de asociación, al considerar que el actor no controvirtió las razones por las que el Tribunal local desestimó tales agravios en la instancia local. Asimismo, declaró infundados los planteamientos sobre la supuesta vulneración a los derechos del actor a votar y ser votado, porque no se acreditó afectación personal, directa, real o inminente derivada de la respuesta a su consulta. Finalmente, consideró que las afectaciones generales a la ciudadanía no justificaban una acción tuitiva y que la suplencia de la queja no permitía construir una lesión individual no planteada.
(58) De lo anterior se desprende que, si bien la Sala Regional hizo referencia a principios constitucionales y a la acción de inconstitucionalidad 17/2014, no realizó una interpretación directa de preceptos constitucionales o convencionales, tampoco inaplicó expresa o implícitamente alguna norma electoral por considerarla contraria a la Constitución General o a un tratado internacional.
(59) Asimismo, no se actualiza el supuesto de importancia y trascendencia previsto en la jurisprudencia de esta Sala Superior, pues el problema jurídico planteado no implica un tema novedoso o excepcional que requiera fijar un criterio relevante para el orden jurídico nacional, sino que se circunscribe a determinar la legalidad de la sentencia de la Sala Regional y del Tribunal local. 
(60) Finalmente, tampoco se advierte la existencia de error judicial evidente o de violación manifiesta al debido proceso, pues la Sala Regional emprendió el análisis de fondo de los agravios planteados y sustentó su determinación en consideraciones jurídicamente razonadas, sin que el eventual desacuerdo con sus conclusiones sea suficiente para actualizar la procedencia excepcional del recurso. 
(61) En consecuencia, al no actualizarse alguno de los supuestos de procedencia del recurso de reconsideración previstos en la normativa electoral aplicable ni en los criterios jurisprudenciales de esta Sala Superior, lo procedente es desechar de plano la demanda. 
5. [bookmark: _Toc244772053]RESOLUTIVO
ÚNICO. Se desecha de plano la demanda.
NOTIFÍQUESE como en Derecho corresponda. 
En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido y, en su caso, devuélvase la documentación atinente.
Así, por unanimidad de votos lo resolvieron la Magistrada y los Magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ante el Secretario General de Acuerdos quien autoriza y da fe de que la presente sentencia se firma de manera electrónica.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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